
Introducción 

Este es un resumen del informe de la OMCT titulado “Violencia contra
las mujeres en Togo”1 presentado al Comité de los Derechos Humanos de
la ONU el año 2002. La presentación de estos informes ante la ONU y los
“principales” órganos de vigilancia, forma parte del esfuerzo de la OMCT
para una aplicación efectiva de los tratados internacionales de las
Naciones Unidas. Por lo que respecta a Togo, la OMCT está muy preocu-
pada, puesto que persiste la violencia contra la mujer, en la familia, en la
sociedad y a manos de los agentes del Estado.

Togo ha ratificado varios tratados internacionales de Derechos Humanos,
incluyendo: la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes (1984); el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966); el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966); la Convención sobre
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
(1979); la Convención sobre los Derechos del Niño (1989), y la
Convención para la eliminación de toda forma de discriminación racial.
Togo también ha ratificado el primer Protocolo Facultativo de la ICCPR,
permitiendo al Comité de Derechos Humanos investigar las denuncias
individuales que existan en el país. Además, Togo ha aceptado la compe-
tencia del Comité Contra la Tortura para intervenir en casos particulares.

A nivel nacional, Togo forma parte de la Carta Africana de Derechos
Humanos.

Según el artículo 50 y el artículo 140 de la Constitución de Togo, los tra-
tados ratificados de Derechos Humanos prevalecen sobre la legislación
nacional. La Constitución de Togo también garantiza la igualdad de dere-
chos entre hombres y mujeres, y el gobierno ha tomado medidas especia-
les para asegurar que eso sea así. En relación a ello se creó un Ministerio
que se encarga del desarrollo y protección de los derechos de las mujeres,
y se hicieron esfuerzos para revisar las leyes que afectan los derechos de
la mujer, para establecer la escuela obligatoria para las niñas hasta los 15
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años, y para asegurar la participación de la mujer en la toma de decisiones
importantes. A pesar de ello, estas mejoras no han sido implementadas en
su totalidad y no existe una completa garantía para que una mujer pueda
gozar de todos sus derechos en Togo.

Aunque existen proyectos para proteger los derechos de la mujer, aún
existen en la legislación de Togo algunas disposiciones discriminatorias
contra la mujer que aún no han sido revisadas. En el matrimonio, el mari-
do tiene el privilegio de escoger la residencia de la familia, la poligamia
es legítima, un hombre en un matrimonio monógamo se puede volver a
casar si se prueba que su mujer es estéril, la edad legal para contraer
matrimonio es menor en mujeres que en hombres (17 y 20 respectivamen-
te) y el hombre está declarado como cabeza de familia. Las mujeres tam-
bién sufren la discriminación debido a las leyes que regulan el divorcio, la
herencia, el acceso a la educación, y la participación en política.

Violencia contra la mujer en la familia

La violencia doméstica es creciente en Togo y no existe una legislación
que trate este problema en la normatividad del país. Un estudio concluye
que la ONG Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura
(ACAT-TOGO), recogió el testimonio de 1000 mujeres y concluyó que el
85% de ellas conocen al menos una víctima de violencia doméstica, mien-
tras que el 52% declararon sufrirla directamente. Las mujeres raramente
denuncian la violencia doméstica, por distintas razones, incluyendo la
ignorancia de las mujeres sobre sus derechos, la inexistencia de una
estructura legislativa para tratar estos casos, la falta de recursos económi-
cos para llevar a juicio los casos de violencia doméstica, y la presión
social sobre las mujeres en Togo para que se sometan al hombre aun y
cuando los niveles de violencia familiar no hacen más que aumentar.

En vez de denunciar los casos de violencia doméstica, las mujeres suelen
hablar con el cabeza de familia. Ante las pocas denuncias de violencia
doméstica que llegan a la comisaría, la policía reacciona de dos maneras
distintas: algunos oficiales están a favor de presentar la denuncia, mien-
tras que otros animan a la víctima para que intente arreglar los problemas
con su marido, reflejando así la idea de que la violencia doméstica es un
asunto privado entre la familia, y secundando el abandono de la denuncia.
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Las mujeres en Togo suelen retirar sus denuncias de violencia doméstica
presionadas por sus familiares y amigos. La policía no recibe ninguna for-
mación sobre cómo tratar los casos de violencia doméstica.

El sondeo mencionado anteriormente también indica que alrededor del
22% de las mujeres han sufrido violaciones sexuales conyugales, aunque
existe muy poca información sobre este delito en Togo, puesto que las
costumbres sociales no consideran que las relaciones no consentidas en un
matrimonio sean un delito. Además, todos los tabúes sociales que rodean
el sexo se convierten en grandes barreras para las mujeres que son vícti-
mas de estos delitos, y que deben guardar silencio. La legislación de Togo
no hace distinción entre la violación sexual conyugal y la violación sexual
en otras circunstancias, aunque algunos funcionarios de la justicia se opo-
nen abiertamente a definir las relaciones no consentidas entre personas
que viven juntas o en un matrimonio, como violación.

Las encuestas revelan que al menos el 60% de las empleadas del hogar
son víctimas de violencia. Además de la violencia, estas mujeres deben
trabajar muchas horas seguidas, a veces sin recibir un salario, ni comida,
ni asistencia médica. Esta forma de violencia sigue siendo acallada, por-
que estas mujeres suelen estar privadas de todos sus derechos, y normal-
mente están completamente aisladas de sus familiares o amigos, saliendo
de la casa sólo para cumplir tareas relacionadas con la casa. El gobierno
no ha tomado ningún tipo de medidas para proteger a las mujeres que tra-
bajan como empleadas del hogar, reflejando así la ignorancia del gobierno
frente a este problema o la poca concienciación que tiene este de la situa-
ción de estas mujeres.

Algunas prácticas culturales violan los derechos de las mujeres y las niñas
de Togo, como por ejemplo las bodas por conveniencia o forzadas, los
matrimonios a una edad muy temprana, la mutilación genital femenina
(MGF), los ritos de viudez como el levirato (según el cual una mujer
viuda es una “herencia” perteneciente al hijo o hermano del esposo muer-
to) o el sororat (la poligamia con mujeres de una misma familia). La vio-
lencia contra las mujeres muchas veces aparece a causa del pago de las
dotes, ya que si una mujer se niega a casarse con el hombre que ha pagado
una dote por ella, esta suele ser secuestrada y llevada a la fuerza a casa del
que será su futuro marido. Cabe añadir que las niñas suelen casarse a eda-
des muy tempranas y con hombres mucho mayores que ellas, volviéndose
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muy vulnerables a la violencia a causa de su temprana edad y de su condi-
ción de mujer.

La mutilación genital femenina es un gran problema en algunas áreas de
Togo, y aunque el gobierno ha tomado algunas medidas para erradicar
estas prácticas, parece que últimamente estos esfuerzos han sido abando-
nados.

Otras de las prácticas que violan los Derechos Humanos infligidas 
a mujeres son sobre todo los ritos asociados a la viudez, que incluyen 
el aislamiento en una habitación sin luz durante semanas, el afeitar la
cabeza de la viuda, restricciones a nivel de comida y prohibición de 
lavarse. En algunas comunidades el comportamiento de la viuda 
durante estos ritos determina el dolor que siente por la muerte de su mari-
do. En algunas comunidades también existe la costumbre de obligar a la
viuda a casarse con alguno de los hermanos del difunto. Aunque estas
prácticas no se  aplican en todos los casos, muchas mujeres viudas no 
tienen otra opción que someterse a las demandas de la familia, de lo con-
trario serían separadas de sus hijos y no recibirían ayuda económica de
ningún tipo.

Violencia contra las mujeres en la comunidad

Existen disposiciones en la legislación de Togo que penalizan la violación
sexual, pero muchas mujeres privadas de sus derechos básicos y bajo gran
presión social, no se atreven a denunciar este tipo de delitos. Además, el
sistema judicial es inaccesible para muchas mujeres ya que no disponen
de los medios para pagar un abogado. Cabe añadir que ni los oficiales de
policía, ni el personal de justicia y otro personal que está en contacto con
las mujeres víctimas de abusos sexuales, tienen ninguna formación para
tratar adecuadamente y con sensibilidad estos casos, así como todos los
casos que tienen a la mujer como principal víctima.

El acoso sexual es un problema creciente en Togo, y como sucede con la
violación, es un delito que prácticamente no se denuncia. Actualmente no
existen leyes que penalicen este problema.

Las mujeres que trabajan en zonas de mercado libre, controladas por
inversionistas extranjeros, suelen estar privadas de sus derechos. Las con-
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diciones de trabajo en estas zonas suelen estar por debajo de los mínimos
internacionales y los trabajadores están muy mal pagados. No tienen dere-
cho a huelga, ni a organizarse o asociarse a causa de la ignorancia de sus
derechos, y del miedo a las represalias por sus acciones.

Existe mucha “migración” interior en Togo, y las mujeres y niños forman
la mayoría de estas personas que dejan las zonas rurales para ir a las ciu-
dades y trabajar. Estas personas son especialmente vulnerables a la vio-
lencia física y psicológica. Las mujeres víctimas de estos abusos no
suelen presentar denuncias, aunque tampoco existe una legislación que
regule este fenómeno.

La trata de niños también es un problema en Togo, donde los padres están
convencidos de que los traficantes darán trabajo y una vida mejor a sus
hijos. Los niños son llevados al extranjero, donde hacen tareas domésticas
y son víctimas de diversos abusos que no pueden denunciar por que tienen
prohibido abandonar la casa.

Violencia contra la mujer a manos de agentes del Estado

La OMCT está consternada ante el hecho de que a pesar de que Togo ha
ratificado la Convención Contra la Tortura en el año 1987, la legislación
nacional definiendo y penalizando la tortura aún no se ha desarrollado.

No existen prisiones separadas para hombres y mujeres en Togo, sólo se
les mantiene separados en distintas alas, si la prisión dispone de este espa-
cio. Además, todos los funcionarios de prisiones son hombres, violándose
el derecho de las detenidas a ser custodiadas por mujeres.

Conclusiones y recomendaciones

A modo de resumen, la OMCT recomienda al gobierno de Togo que tome
las siguientes medidas:

• Acatar las obligaciones sujetas a la ley internacional, para asegurar que
la violencia contra la mujer, en cualquiera que sea su forma, sea efi-
cazmente prevenida, investigada, perseguida y castigada.
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• Implementar disposiciones legales para concienciar y eliminar la dis-
criminación contra la mujer, tanto a nivel nacional como a nivel de
leyes familiares, particularmente en el ámbito del matrimonio y la
familia.

• Proveer a los oficiales de policía, personal judicial y funcionarios
públicos, formación en Derechos Humanos y trato sensible hacia las
mujeres víctimas de abusos.

• Desarrollar campañas para concienciar y educar a los ciudadanos
sobre los derechos de la mujer, y los servicios de apoyo que existen
para las víctimas, fomentando las denuncias de las mujeres ante los
abusos cometidos contra ellas.

• Hacer investigaciones continuas sobre la violencia contra la mujer
para poder determinar su gravedad y los métodos eficaces para comba-
tirla.

• Implementar disposiciones legales para erradicar las prácticas que vio-
lan los Derechos Humanos de las mujeres.

• Garantizar el respeto por los Derechos Humanos de las mujeres que
trabajan en zonas de mercado libre y garantizar sus condiciones de tra-
bajo.

• Asegurar que los centros penitenciarios cumplan los mínimos requeri-
dos, incluyendo que las mujeres sean custodiadas por funcionarias de
prisiones.

• Garantizar en toda circunstancia el total respeto por los Derechos
Humanos y las libertades fundamentales de acuerdo con el derecho
internacional.

Violencia contra la Mujer: 10 Informes/Año 2002

1 Para obtener copias del documento completo en inglés, por favor contacte con
Lucinda O’Hanlon en el +41 22 809 4939 o en loh@omct.org



1. El Comité de Derechos Humanos examinó el tercer informe periódico
del Togo (CCPR/C/TGO/2001/3) en sus sesiones 2052ª y 2053ª
(CCPR/C/SR.2052 y CCPR/C/SR.2053), celebradas los días 21 y 22
de octubre de 2002.  En su 2064ª sesión (CCPR/C/SR.2064), celebra-
da el 24 de octubre de 2002 el Comité aprobó las observaciones fina-
les siguientes.

A.  Introducción

2. El Comité acoge con satisfacción el tercer informe periódico del
Togo, que contiene información detallada sobre la legislación de ese
país en materia de derechos civiles y políticos, así como la oportuni-
dad de reanudar, después de ocho años, el diálogo con el Estado Parte.
Sin embargo, el Comité lamenta la falta de información con respecto
a la aplicación práctica del Pacto así como los factores y las dificulta-
des con que ha tropezado el Estado Parte a ese respecto.  El Comité
señala que en la información proporcionada verbalmente por la dele-
gación se respondió sólo parcialmente a las preguntas y preocupacio-
nes expresadas en la lista de cuestiones escritas y durante el examen
del informe.

3. El Comité desea expresar, en particular, su preocupación por las con-
tradicciones importantes entre las denuncias numerosas y concordan-
tes de violaciones graves de varias disposiciones del Pacto,
concretamente de los artículos 6, 7 y 19, y los desmentidos, a veces
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categóricos, formulados por el Estado Parte. En opinión del Comité,
el Estado Parte no ha demostrado claramente su voluntad de dilucidar
la situación con respecto a esas denuncias. Recordando que la presen-
tación y el examen de los informes tienen por objeto establecer un
diálogo constructivo y sincero, el Comité alienta al Estado Parte a
proseguir sus esfuerzos en ese sentido.

B.  Aspectos positivos

4. El Comité expresa su satisfacción por el importante lugar que ocupan
en el artículo 50 de la Constitución del Togo los instrumentos interna-
cionales de derechos humanos, en particular el Pacto, cuyas disposi-
ciones forman parte integrante de la Constitución.

5. El Comité acoge con satisfacción la aprobación, el 17 de noviembre
de 1998, de una ley por la que se prohíbe la práctica de las mutilacio-
nes genitales femeninas.  El Comité toma nota del compromiso del
Estado Parte de perseverar en sus esfuerzos al respecto.

C.  Principales motivos de preocupación y recomendaciones

6. El Comité observa con preocupación que el proceso de armonización
de las leyes nacionales, en su mayoría anteriores a la Constitución de
1992, con las disposiciones de la Constitución y los instrumentos
internacionales de derechos humanos se encuentra en un punto muer-
to.  Las propuestas formuladas con la asistencia de la Oficina del Alto
Comisionado para los Derechos Humanos durante el decenio de 1990
no han tenido efecto alguno.  Preocupa también al Comité el hecho de
que numerosos proyectos de reforma con respecto a los derechos del
niño y de la mujer, que en algunos casos se anunciaron hace varios
años, aún no se hayan concretado.

El Estado Parte debería revisar su legislación con el fin de armonizar-
la con las disposiciones del Pacto.

7. El Comité observa que, a pesar de las disposiciones de los artículos 50
y 140 de la Constitución, no existe ningún caso en que se hayan invo-
cado directamente las disposiciones del Pacto ante el Tribunal
Constitucional o ante tribunales ordinarios.

Violencia contra la Mujer: 10 Informes/Año 2002



El Estado Parte debería proporcionar a los magistrados, a los aboga-
dos y al personal auxiliar judicial, incluidos los que ya ejercen funcio-
nes, formación sobre el contenido del Pacto y otros instrumentos
internacionales de derechos humanos ratificados por el Togo.

8. El Comité desea obtener información complementaria sobre los resul-
tados obtenidos por la Comisión Nacional de Derechos Humanos y
acoge con satisfacción la promesa de la delegación de enviarle rápida-
mente los informes anuales de dicha Comisión (artículo 2 del Pacto).

9. El Comité está profundamente preocupado por:

i) La información recibida según la cual las numerosas ejecuciones
extrajudiciales, los arrestos arbitrarios, las amenazas y otros actos de
intimidación cometidos por las fuerzas de seguridad togolesas, espe-
cialmente durante el período preelectoral, contra la población civil,
sobre todo los miembros de la oposición, no han sido objeto de inves-
tigaciones serias por el Estado Parte.  El Comité observa, además, que
la aprobación de leyes como la Ley de amnistía general, aprobada en
diciembre de 1994, contribuye a fortalecer la cultura de la impunidad
en el Togo.

ii) El hecho de que la Comisión de Investigación Internacional
Conjunta Naciones Unidas/Organización de la Unidad Africana con-
cluyó que durante 1998 se produjo “la existencia de una situación de
violaciones sistemáticas derechos humanos en el Togo”.  Esas viola-
ciones guardan relación con el artículo 6 del Pacto, así como con los
artículos 7 y 9.  El rechazo categórico del informe de esa Comisión,
que el Estado Parte consideró inadmisible, y la creación, unas sema-
nas más tarde, de una comisión nacional de investigación, que visible-
mente no ha tratado de identificar sin lugar a dudas a los autores de
las infracciones señaladas a la atención del Gobierno, son también
motivo de profunda preocupación para el Comité.

El Estado Parte debería adoptar medidas legislativas o de otra índole
para prevenir y reprimir esos actos, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 6 y 9 del Pacto y en los Principios relativos a una efi-
caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitra-
rias o sumarias y a los medios de investigar eficazmente esas
ejecuciones.  El Estado Parte debería apurar por la vía judicial la 
responsabilidad individual de los presuntos autores de esos actos.
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10. El Comité, aun tomando nota con satisfacción de que desde hace
varios años, no se haya ejecutado ninguna de las sentencias a la pena
capital recaídas en un tribunal, sigue preocupado por el carácter harto
impreciso de los delitos punibles con la pena capital.

El Estado Parte debería limitar los supuestos en los que es aplicable la
pena capital, y garantizar que ésta no recaiga más que en el caso de
delitos de la máxima gravedad.  El Comité pide que se le proporcione
información precisa (procedimiento entablado, copia de los fallos,
etc.) sobre las personas condenadas a muerte en virtud de los
artículos 229 a 232 del Código Penal, relativos a los atentados contra
la seguridad interna del Estado.  El Comité exhorta al Estado Parte a
abolir la pena de muerte y a adherirse al segundo Protocolo
Facultativo del Pacto.

11. Al Comité le preocupan las noticias concordantes de que los agentes
del orden hacen un uso excesivo de la fuerza en las manifestaciones
de estudiantes y en diversas reuniones organizadas por la oposición.
Al Comité le sorprende que el Estado Parte responda al respecto que
las fuerzas del orden nunca hacen uso excesivo de la fuerza y que los
manifestantes son víctimas sobre todo de los movimientos de la
muchedumbre.  El Comité lamenta que el Estado Parte no haya dado
cuenta de ninguna investigación practicada a raíz de estas denuncias.

El Comité recomienda al Estado Parte que abra investigaciones serias
e imparciales cada vez que se denuncie el uso excesivo de la fuerza
pública.  Dichas investigaciones deberían llevarse a cabo en particular
en relación con las manifestaciones de estudiantes y profesores de
diciembre de 1999 y de las manifestaciones convocadas por organiza-
ciones no gubernamentales (ONG) de defensa de los derechos huma-
nos y por partidos políticos, que al parecer fueron disueltas
violentamente en los años 2001 y 2002.

12. El Comité comprueba con inquietud que muchas denuncias se refie-
ren a la práctica corriente de la tortura en el Togo, en especial durante
la detención provisional y en los lugares de detención, aunque, según
el Estado Parte, que no cita casos concretos, al parecer sólo se produ-
jeron casos raros ajenos a la voluntad de la jerarquía, que fueron obje-
to de sanción (art. 7).
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El Estado Parte debería cumplir la promesa de transmitirle a la mayor
brevedad informes por escrito sobre el trato que se da a los detenidos
en los campos de Landja y Temedja.

El Estado Parte debería procurar que todos los actos de tortura sean
considerados infracciones del derecho penal y prohibir utilizar como
pruebas las declaraciones realizadas bajo tortura.  Se deberían practi-
car investigaciones serias e independientes para responder a todas las
denuncias de tortura y de tratos inhumanos o degradantes formuladas
contra agentes estatales.

El Estado Parte debería comunicarle las estadísticas correspondientes
a las denuncias de actos de tortura, las diligencias efectuadas en con-
secuencia y las sanciones impuestas.

13. El Comité, tomando nota de los esfuerzos realizados por el Estado
Parte, que reconoce que a veces se llevan a cabo detenciones arbitra-
rias, está preocupado por la abundancia de comunicaciones en las que
se mencionan detenciones arbitrarias de miembros de la oposición y
de la sociedad civil, defensores de los derechos humanos y periodis-
tas, en violación del artículo 9 del Pacto.

El Estado Parte debería identificar a los presos que puedan estar dete-
nidos por razones políticas en el Togo y para revisar su situación.  El
Estado Parte debería garantizar que las personas detenidas arbitraria-
mente sean puestas en libertad a la mayor brevedad y que se enjuicie a
los autores de esas violaciones.

14. El Comité observa con preocupación que en las disposiciones del
Código de Procedimiento Penal relativas a la detención provisional no
se prevé, por una parte, la notificación de los derechos, ni la presencia
de un abogado, ni el derecho del detenido a informar a un miembro de
su familia y que, por otra, el reconocimiento médico del detenido sólo
es posible a petición del mismo o de un miembro de su familia, previa
autorización de la fiscalía.  Además, en la práctica se respeta poco el
plazo de 48 horas fijado para esa detención y aparentemente hay per-
sonas que permanecen detenidas sin cargos durante años.

El Comité acoge con satisfacción la promesa de la delegación de res-
ponderle por escrito sobre el caso de las personas cuyos nombres se le
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han comunicado.  El Estado Parte debería reformar las disposiciones
de su Código de Procedimiento Penal relativas a la detención provi-
sional de manera que quede garantizada la prevención eficaz de los
ataques a la integridad física y mental de los detenidos y que se prote-
jan sus derechos a la defensa.  Asimismo debería procurar que se haga
justicia en un plazo razonable, de conformidad con el artículo 14.

15. El Comité observa con preocupación que las condiciones de deten-
ción son deplorables en el Togo, sobre todo en las cárceles civiles de
Lomé y Kara, que se caracterizan por un gran hacinamiento y una ali-
mentación precaria e insuficiente.  Estas dificultades son reconocidas
por el Estado Parte, que las achaca a problemas financieros y a la falta
de formación de sus agentes.

El Estado Parte debería instituir penas alternativas al encarcelamiento.
El Comité recomienda, además, que el Estado Parte establezca un
comité de expertos independientes con la función de visitar regular-
mente todos los centros de detención, integrado por elementos inde-
pendientes del Gobierno a fin de garantizar la transparencia y el
respeto de los artículos 7 y 10 del Pacto, así como formular toda suer-
te de propuestas que puedan ser útiles para mejorar los derechos de
los detenidos y las condiciones de detención, incluido el acceso a la
asistencia sanitaria.

16. Al Comité le preocupan seriamente, por una parte, el hostigamiento,
las constantes intimidaciones y las detenciones de que al parecer son
víctimas los periodistas, incluso durante los años 2001 y 2002, y, por
otra, el hecho de que desde comienzos del año se haya censurado a
varias publicaciones y radios independientes.  El Comité toma nota de
las afirmaciones de la delegación a los efectos de que estas restriccio-
nes de la libertad de expresión se imponen en conformidad con el artí-
culo 26 de la Constitución, pero hace constar que en los dos últimos
años se ha modificado el Código de Prensa y Comunicación en un
sentido especialmente represivo.

El Estado Parte debería revisar el Código de Prensa y Comunicación
y garantizar que se ajuste al artículo 19 del Pacto.

17. El Comité se manifiesta preocupado por las noticias de que algunos
partidos políticos de oposición al parecer no tienen acceso en la prác-
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tica a los medios públicos audiovisuales y radiofónicos y, además, sus
miembros son objeto de difamaciones públicas continuas en dichos
medios (artículos 19 y 26 del Pacto).

El Estado Parte debería garantizar el acceso equitativo de los partidos
políticos a los medios de comunicación, tanto públicos como priva-
dos, y asegurar la protección de sus miembros contra posibles difama-
ciones.  El Comité desea recibir información suplementaria sobre la
manera en que la Alta Autoridad de los medios audiovisuales y la
comunicación vela en la práctica por el acceso equitativo de los parti-
dos a los medios, así como sobre los resultados conseguidos.
También se debería comunicar al Comité el contenido de la reglamen-
tación en la materia.

18. Al Comité le inquieta la información de que las manifestaciones pací-
ficas organizadas por la sociedad civil son prohibidas regularmente y
dispersadas violentamente por las autoridades, en tanto que las mar-
chas de apoyo al Presidente de la República son organizadas regular-
mente por el poder.

El Estado Parte debería garantizar el disfrute en la práctica del dere-
cho de reunión pacífica y no limitar el ejercicio de este derecho más
que en último recurso, conforme al artículo 21 del Pacto.

19. Al Comité le causa inquietud la distinción aplicada por el Estado
Parte entre asociaciones y ONG y la información de que las 
ONG activas en el campo de los derechos humanos no consiguen
registrarse.

El Estado Parte debería facilitar información sobre las consecuencias
de la distinción entre asociaciones y ONG.  El Estado Parte debería
garantizar que tal distinción no suponga una contravención de jure ni
de facto de las disposiciones del artículo 22 del Pacto.

El Comité toma nota de la seguridad dada por la delegación de que no
se molestará en el Togo a ningún defensor de los derechos humanos
que le hubiere facilitado informaciones.

20. El Comité toma nota de la decisión del Estado Parte de disolver, en
junio de 2002 y sobre la base del artículo 40 del Código Electoral, la
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Comisión electoral nacional independiente (CENI) resultante del
Acuerdo Marco de Lomé e integrada por representantes de los diver-
sos partidos políticos.  El Comité toma nota asimismo de las explica-
ciones ofrecidas por la delegación al respecto, así como de otra
información en el sentido de que el Estado Parte no ha hecho todo lo
necesario para garantizar el buen funcionamiento de esa Comisión.
En tales circunstancias, cabe la posibilidad de que las elecciones
legislativas previstas para el 27 de octubre de 2002, en las que parte
de la oposición se vuelve a negar a participar, no respondan como es
debido a las exigencias de transparencia y honestidad que prescribe el
artículo 25 del Pacto.

El Estado Parte debería hacer todo lo posible para que se respeten el
espíritu y la letra del Acuerdo Marco de Lomé.  El Estado Parte debe-
ría además garantizar la seguridad de todos los miembros de la socie-
dad civil, especialmente de los miembros de la oposición, durante las
próximas elecciones.

21. El Comité toma nota con gran inquietud de que el Código de la
Persona y de la Familia, en proceso de revisión desde 1999, sigue
conteniendo disposiciones discriminatorias contra la mujer, por ejem-
plo en materia de edad mínima para contraer matrimonio, elección del
domicilio conyugal y libertad para trabajar; de que dicho Código
autoriza la poligamia y designa al marido como jefe de la familia, y
de que sanciona que el derecho consuetudinario, que es especialmente
discriminatorio, prevalezca en las cuestiones de matrimonio y suce-
sión.

El Estado Parte debería ajustar el Código de la Persona y de la
Familia a los artículos 3, 23 y 26 del Pacto y tomar en consideración a
este respecto las preocupaciones expuestas por las ONG que se ocu-
pan de los derechos de la mujer.

22. Al Comité le causa inquietud la persistencia de la discriminación con-
tra la mujer y la joven en el Togo en materia de acceso a la educación,
al empleo y a la representación política.  Además, según lo reconoce
el Estado Parte, ciertas prácticas culturales, así como el desconoci-
miento por las mujeres de sus derechos, están en la raíz de muchas
violaciones de los derechos de la mujer.
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El Estado Parte debería eliminar toda discriminación contra la mujer,
intensificar sus esfuerzos en materia de educación de las niñas y de
sensibilización de la población a los derechos de la mujer, y empren-
der nuevos programas que fomenten el acceso de la mujer al empleo y
a las funciones políticas.

23. El Comité recomienda que se instituya un amplio programa de educa-
ción en materia de derechos humanos destinado a los encargados de
aplicar la ley, especialmente los policías y los miembros de las fuerzas
armadas, los magistrados, abogados y auxiliares de la justicia, así
como el personal penitenciario en su conjunto.  Se deberían organizar
cursos de formación regulares y específicos, por ejemplo en materia
de lucha contra la tortura y los tratos inhumanos o degradantes, la
prohibición de las ejecuciones extrajudiciales y las detenciones arbi-
trarias, y el trato y los derechos de los detenidos .  El Comité sugiere,
a este respecto, que el Estado Parte solicite la asistencia de la Oficina
del Alto Comisionado para los Derechos Humanos y la colaboración
de las ONG.

24. El Estado Parte debería difundir ampliamente el texto de su tercer
informe periódico y las presentes observaciones finales.

25. De conformidad con el párrafo 5 del artículo 70 del reglamento del
Comité, el Estado Parte debería indicar, en el plazo de un año, las
medidas que ha adoptado o se propone adoptar en cumplimiento de
las recomendaciones que figuran en los párrafos 9, 10, 12, 13, 14 y 20
del presente texto.  El Comité pide al Estado Parte que comunique en
su próximo informe, que debe presentar antes del 1º de noviembre de
2004, información sobre las demás recomendaciones formuladas y
sobre la aplicación del Pacto en su conjunto.
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